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Resumen
A partir de las particularidades de la presencia de empresas 
españolas en América Latina, en este trabajo se propone una 
refl exión sobre la relevancia del enfoque basado en los derechos 
humanos a la hora de evaluar críticamente la acción empresarial y su 
responsabilidad social. Se ofrecen argumentos para reducir la distancia 
que tradicionalmente ha separado el discurso económico y empresarial, 
de un lado, y del discurso de los derechos, de otro. Constituyendo éstos 
el núcleo de la ética pública –a la que no debe sustraerse la acción 
empresarial- se exploran vías a través de las cuales pueda articularse 
el compromiso social de las empresas, especialmente relevante a la 
hora de colmar el “vacío moral” que, en opinión de diversos autores, se 
encuentra detrás de la crisis actual.
1  Este texto tiene su origen en la conferencia pronunciada el 12 de abril de 2012 en 
el Seminario Internacional sobre Ética en los Gobiernos y en los Negocios, Cátedra 
de Ética de las Empresas y las Profesiones, Centro de Políticas para el Desarrollo, 
Facultad de Administración y Economía, Universidad de Santiago de Chile. 
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La especifi cidad de las empresas españolas en América 
Latina: algunos datos iniciales
Las exigencias éticas afectan a muy diversas esferas en el 
ámbito de la acción humana. Por ello, inciden de manera directa 
en un sector de la acción humana tan relevante como la actividad 
empresarial; en efecto, la empresa es un elemento básico de 
nuestras sociedades y de las estrategias de desarrollo humano. Pues 
bien, América Latina constituye un escenario privilegiado cuando 
aplicamos el discurso ético al ámbito empresarial, pudiendo ser 
un magnífi co laboratorio en relación con dinámicas y decisiones 
que trascienden que no sólo afectan a este ámbito del planeta. 
Además, desde el punto de la acción empresarial española, América 
Latina concentra, como es sabido, parte importante del volumen de 
negocio de las corporaciones más relevantes. 
En términos generales, América Latina constituye un 
contexto especialmente sentible cuando nos plateamos la cuestión 
de la repercusión social de la acción de las empresas (sean españolas 
o no). Son varios los elementos que nos permiten sustentar la anterior 
afi rmación: 
a) Es un espacio geográfi co y cultural con una importante 
riqueza en recursos naturales y dimensiones culturales.
b) Es un espacio en el que hay una importante presencia 
de minorías étnicas y de pueblos indígenas. Estas poblaciones se 
desenvuelven en el marco, en muchas ocasiones, de una cosmovisión 
específi ca que incluye una espacial interpretación de las relaciones 
entre el sujeto, la comunidad, la Tierra, la naturaleza o el ecosistema. 
Existe una relación especial que crea lazos particulares con el medio 
ambiente y la naturaleza, que forman parte evidente del patrimonio 
a defender.
c) Es un contexto en donde la desigualdad social y económica 
se ha podido percibir de manera cruda y evidente.
d) Es un contexto en el que el pensamiento crítico se ha 
desarrollado de manera importante. Dicho pensamiento ha tenido 
expresión académica y también social y política. La iniciativa del Foro 
Social Mundial puede ser recordada al respecto.
e) Estamos frente a países que mantienen un ritmo de 
crecimiento económico alto en los últimos años y que en la actualidad 
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constituyen una de las zonas del planeta en donde se concentra el 
crecimiento económico.
f) Son países que han sufrido en tiempos recientes crisis de 
institucionalidad y dictaduras pero que en la actualidad, en muchos 
casos, están embarcados en la vía de la democracia (con lo que ello 
implica –o debería hacerlo- respecto a las exigencias de los derechos 
humanos).
Si pensamos en particular en las empresas españolas, 
tenemos que ser conscientes de algunas circunstancias específi cas. 
Por una parte, existen razones históricas y culturales que explican 
y justifi can vinculaciones específi cas entre España y Latinoamérica. 
Esas razones están detrás de la existencia de especiales relaciones 
e intereses políticos. Pero, además, hoy en día podemos pensar 
en razones “coyunturales” que implican la identifi cación en 
Latinoamérica de un relevante espacio de posibilidades comerciales 
y económicas, que aumenta en importancia en un  momento de 
difi cultad como el actual.
A lo anterior, y de acuerdo con los datos recopilados por 
el Programa RSE de la Fundación Carolina1, podríamos añadir que 
las inversiones españolas en la región tienen características muy 
específi cas que afectan la percepción que se tiene de ellas. Así, el 
período de grandes inversiones es signifi cativamente breve, y se 
concentra a fi nales de la década de los noventa. Durante esos años, los 
países receptores fueron principalmente cuatro —Argentina, Brasil, 
Chile y México— que acumularon en torno al 75% de la inversión 
extranjera directa. Estamos en presencia de una gran concentración 
de inversión en países muy concretos en un plazo muy breve de 
tiempo. Además, las empresas inversoras también fueron pocas. Tan 
sólo siete empresas —Repsol, Telefónica, BBVA, Santander, Iberdrola, 
Endesa y Gas Natural— acumulan el 95% de la inversión extranjera 
directa en la región y, aproximadamente, el 30% de sus inversiones 
se realizó exclusivamente en 1999. La inversión se ha producido 
en sectores particularmente sensibles para la ciudadanía (sistemas 
bancarios y servicios públicos - energía, agua-) que tienen un 
impacto directo en la cotidianeidad de la población latinoamericana. 
Peo la sensibilidad es también política, ya que estamos pensando 
en sectores en los que anteriormente (es el caso de servicios de 
infraestructura), la actividad era desarrollada por empresas públicas, 
1  Casado y Roser (2009).
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ofreciendo unos servicios en relación con los cuales la población se 
consideraba titular de derechos. 
Según el citado estudio de la Fundación Carolina, la 
presencia de las empresas españolas ha generado críticas, desde el 
momento en que han ocupado, con un carácter semimonopolístico 
mercados relevantes, en los que han conseguido amplios márgenes 
de benefi cio. Qué duda cabe que la percepción sobre la actividad de 
las empresas españolas de enmarca en un contexto que trasciende 
su concreta actividad. Pensemos en que estamos ante sociedades 
que tras la Guerra Civil española y durante la dictadura franquista 
recibieron a gran parte del exilio y de la emigración española. Esta 
circunstancia ha permitido una profundización en los lazos familiares 
que, por razones históricas más lejanas en el tiempo, ya existían. Por 
otra parte, la llegada de las empresas españolas a Latinoamérica a 
fi nales de los años noventa del siglo pasado se ha producido en una 
época de despliegue económico español directamente relacionado 
con la participación española en los mecanismos de integración 
europeos. 
Todas estas circunstancias han generado un discurso 
ciertamente exigente y expectante respecto a la acción de las 
empresas españolas. Así, se espera de las empresas españolas que 
fortalezcan su aportación al desarrollo local sostenible, a las alianzas 
público-privadas y a la transferencia de innovación y tecnologías 
limpias; que sean más activas apoyando las cadenas de valor locales y 
fomentando la investigación y el desarrollo orientado a la generación 
de valor social; que rijan sus actividades por los estándares de su país 
de origen, y no por los estándares locales; y que sean transparentes, 
promuevan la inclusión económico-productiva y fomenten servicios 
a los sectores marginados. Creo que en este punto lo importante es 
señalar que, ciertamente, muchas de estas expectativas o exigencias 
se articulan en forma de reivindicaciones de derechos.
Desde un punto de vista amplio,  el contexto en el que 
debemos desarrollar nuestra refl exión es el de la internacionalización 
de las empresas. En realidad, considerando que la empresa es El 
resultado de la iniciativa humana, el contexto no es sólo el de las 
empresas y la de las relaciones económicas y mercantiles, sino la 
de las relaciones humanas (y sociales) en general; la de nuestra 
consideración de nuestra existencia. Pues bien, como vamos a ver, 
el discurso sobre la internacionalización de los derechos va de la 
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mano de la internacionalización de las empresas. Las empresas en su 
organización y actuación son una realidad que no puede permanecer 
ajena a las dinámicas de los derechos. Lo cual no quiere decir que, 
necesariamente, las dinámicas que caracterizan nuestro mundo y que 
posibilitan la internacionalización de las relaciones humanas generen 
necesariamente dinámicas favorecedoras de la internacionalización 
de los derechos y de la libertad. En este punto cabe llamar la atención 
en este punto sobre el poco cuidado con el  que en ocasiones se 
afi rma un nexo automático entre globalización e internacionalización 
(o para ir más lejos, universalidad) de los derechos. Una defi ciente 
comprensión o una comprensión estereotipada de lo que supone la 
globalización lleva en ocasiones a confundirla con la universalización 
o con la universalidad de los derechos. Si la universalidad de los 
derechos se vincula al progreso moral, a un ideal de emancipación 
humana, la globalización no supone necesariamente universalidad 
de los derechos. 
Desde un punto de vista general, Manuel Castells ha 
afi rmado que globalización no es necesariamente sinónimo de 
internacionalización.1  Es más, a veces parecería que las consecuencias 
de la globalización van en sentido contrario a las exigencias de la 
universalidad de los derechos: hay incompatibilidad entre la lógica 
del mercado (que es la que está tras la globalización) y la lógica de los 
derechos. Porque cuando se habla de globalización se está hablando, 
entre otras cosas, de un modelo económico y comercial que “impone 
necesariamente un orden global caracterizado por la libre circulación 
del capital ( más que de cualquier mercancía) y el desarrollo de 
los elementos institucionales del libre mercado, que tiene como 
consecuencia una redefi nición del Estado y sus funciones. Los rasgos 
más característicos, además de este último, serían: expansión del 
comercio multilateral, internacionalización y libre circulación de los 
mercados fi nancieros y de la inversión extranjera, sociedad de la 
información y de la comunicación, mercado de trabajo mundial”.2 
El  proceso de globalización, así entendido, no implica globalización 
de los derechos, ya que “en la mentalidad que corresponde a los 
imperativos de la nueva economía, los derechos humanos, sobre 
todo en su faz de derechos económicos, sociales y culturales, deben 
1  Castells (2000:5).
2  De Lucas( 1998:3). 
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subordinarse a los imperativos del mercado y de la competencia 
mundial”.1 En multitud de ocasiones los derechos (sobre todo los 
sociales) son considerados mercancías –sometidos por tanto a las 
leyes del mercado- y no derechos. En defi nitiva, en el proceso de 
globalización entendido de la anterior manera, los derechos pueden 
perder su capacidad emancipatoria. Esto, entre otras cosas, porque 
la globalización, por lo menos en cuanto los derechos, no es global 
(pensemos en los derechos sociales), y tampoco lo es por lo que se 
refi ere a determinadas partes del mundo (pensemos, por ejemplo, en 
África o en algunos escenarios de América Latina: ¿la globalización 
llega a ellos necesariamente en forma de derechos?).2
El carácter desafi ante de la ética, los desafíos éticos de 
nuestras sociedades y la ética pública
Creo que es adecuado plantearse las cuestiones vinculadas 
a la ética en términos de desafíos o retos. Dicha adecuación no 
sería sino una directa  consecuencia del carácter normativo, 
prescriptivo, de la ética, vinculada a la idea de deber. Desde este 
punto de vista, plantear el discurso ético siempre implica asumir la 
posibilidad de una distancia entre la realidad y la idealidad correcta 
o paradigmática, entre el ser y el deber ser, entre lo que hacemos y lo 
que deberíamos hacer. La ética (muchas veces, dada la brecha entre 
nuestras intenciones y nuestras acciones)  se plantea en términos de 
retos, de difi cultades, de compromisos. Los desafíos éticos pueden 
ser analizados tanto desde el punto individual como desde el punto 
de vista colectivo. Es evidente que la óptica que aquí nos interesa es 
la colectiva. Desde este punto de vista, las sociedades democráticas 
incluyen un sustrato moral compartido que no es sino expresión de 
lo que podríamos denominar el punto de vista moral asumido por el 
grupo. Creo que en este punto la distinción entre ética pública y ética 
privada puede resultar clarifi cadora3.  La ética pública constituiría 
la base, la plataforma desde la cual las distintas éticas privadas o 
particulares pueden ser desarrolladas de acuerdo con las preferencias 
1  Gimbernat (2000:149).
2  Ramirez Cleves (2009).
3  Peces-Barba (1995).
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individuales. Es evidente que este discurso implica una valoración 
positiva de la autonomía individual dentro del proyecto axiológico. 
Pues bien, los derechos constituyen el contenido esencial de esa ética 
pública. Una sociedad bien ordenada en lo que al reconocimiento y 
garantía de derechos se refi ere, es una sociedad que sienta las bases 
para el desarrollo por parte de los individuos – en sus contextos 
sociales y culturales determinados- de sus planes de vida. Así, la ética 
pública constituiría el mínimo común compartido que asegura el 
respeto a las pretensiones morales individuales. Dichas pretensiones 
van a poder ser desarrolladas siempre y cuando no agredan a los 
demás en los respectivos desarrollos de sus pretensiones morales.
Los derechos y las libertades constituyen el núcleo de la 
ética pública de la modernidad, o si se quiere ser más específi co 
y concreto, de las democracias modernas, de las democracias 
constitucionales. Qué duda cabe de que el término “derechos”, además 
de ser polisémico, está cargado por una muy importante dosis de 
emotividad. Esta circunstancia aconseja una cierta prevención frente 
al uso indiscriminado del término. No voy a recordar aquí las disputas 
doctrinales en torno al verdadero sentido del concepto de Derecho, 
que no sólo son expresión de concepciones generales sobre el 
Derecho, sino también sobre los criterios correctos de ordenación 
social. Sobre lo que sí quiero llamar la atención es sobre el, en 
ocasiones, uso indiscriminado y poco cuidadoso que se hace del 
concepto. En realidad, esta circunstancia no debería extrañar en el 
ámbito de las ciencias sociales, en donde trabajamos con conceptos 
y realidades interpretables y comprensibles de manera diversa, e 
incluso contradictoria. Sin ir más lejos, pensemos en el concepto de 
democracia. No me estoy refi riendo sólo al hecho de que en ocasiones 
el discurso de los derechos se vincule de manera poco fundamentada 
con políticas y acciones catalogadas como subversivas, sino al hecho 
de que es difícil encontrar un responsable político, religioso, cultural, 
que de manera pública se reconozca enemigo de los derechos; con 
independencia del verdadero signifi cado de sus convicciones y de 
sus acciones. A lo sumo, nos encontramos con reivindicaciones de 
las especifi cidades culturales que se presentan como contrarias al 
discurso “occidental” de los derechos, o con propuestas que subrayan 
la prevalencia de unos derechos respecto a otros. 
Los derechos, su reconocimiento y su respeto, hoy han 
llegado a constituir el referente de legitimidad de las organizaciones 
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sociales. El reconocimiento y respeto de los derechos y las libertades 
hoy son el elemento básico del discurso sobre la responsabilidad 
social (de los individuos, de las empresas, de las instituciones), 
son un criterio básico a la hora de poner en marcha mecanismos 
de rendición de cuentas y evaluar políticas públicas. En defi nitiva 
constituyen la referencia del “discurso moral de la modernidad”. Y 
parece complicado encontrar argumentos que puedan justifi car 
la exclusión del ámbito económico y empresarial de las exigencias 
morales de los derechos. 
Derechos humanos y empresa
La relación entre derechos y empresa puede ser analizada 
desde diversas perspectivas. Qué duda cabe que las empresas tienen 
dimensiones internas u organizativas, y externas (relacionadas 
con su actividad en el mercado, en contextos de mayor o menor 
competencia) que están condicionadas (o al menos deberían estarlo) 
por exigencias de derechos y que también  contribuyen a  construir 
condiciones en las que se realiza el ejercicio de los derechos y las 
libertades. A nadie le extrañará que yo recuerde en este momento 
que gran parte de las normas jurídicas que tienen directa incidencia 
en la actividad ordinaria de una empresa -desde el Derecho laboral 
y sindical hasta las normas que protegen a usuarios y consumidores- 
forman parte del sistema de derechos. Por otra parte es cierto, 
como veremos, que la relación entre los derechos y la empresa 
está en la agenda de las organizaciones internacionales y de los 
foros académicos desde hace no demasiado tiempo, al menos en 
comparación con otros intereses.
Pues bien, creo que hoy el discurso de los derechos y de los 
valores debe ocupar un lugar importante en el análisis y evaluación 
de la actividad empresarial, y económica en general.
En ocasiones se ha podido pensar que el lenguaje de los 
derechos era extraño al de la empresa o al de la economía, pudiendo 
afi rmarse que estábamos frente a diferentes universos conceptuales: 
el mundo de la empresa es el del mercado, el del contrato, la 
transacción, el interés, la oferta y la demanda, el benefi cio, la mercancía; 
el discurso de los derechos estaría alejando de esta semántica ya que, 
en primer lugar, la noción de derecho es contradictoria con la de 
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mercancía y, por otra (y en directa relación con lo dicho) los derechos 
se excluyen de la transacción, constituyendo el mejor argumento, el 
más poderoso, en la negociación social, política y jurídica. Autores 
relevantes en la fi losofía jurídica como Bobbio,  Ferrajoli o Dworkin 
han puesto de relevancia esta dimensión cuando se han referido 
a los derechos como núcleo de la esfera de lo indecidible, de lo no 
negociable, o como triunfos frente a las mayorías.
Esta dicotomía entre derechos y mercancías ha podido 
explicar el diferente rumbo del discurso de los derechos y del discurso 
económico. Pero lo que estoy reivindicando en este momento es 
que el discurso de los derechos debe formar parte del argumentario 
económico y empresarial.
Entiéndase que no estoy señalando que no se haya sido 
consciente de las implicaciones éticas de este sector de la actividad 
humana. Tenemos los ejemplos de Aristóteles, Locke, Hume, Smith, 
Mill o Marx. En todo caso estoy llamando la atención sobre el carácter 
paralelo que en ocasiones se ha podido predicar de los criterios 
de valoración que se aplicaban a la actividad humana vinculada a 
los negocios respecto de los que se predicaban en otros ámbitos 
de su comportamiento. A partir de esta constatación, podríamos 
plantearnos tres cuestiones: a) ¿por qué ello ha sido así?; b) ¿Puede 
seguir siendo así?; c) ¿Debe seguir siendo así?
Ciertamente, no se trata de desarrollar un discurso 
“paniusfundamental” en el que se afi rme que todas las justifi caciones 
de los comportamientos sociales se reconducen a los derechos, más 
allá de los cuales todo carece de explicación. Pero lo que sí parece 
cierto es que  las grandes decisiones estratégicas que se adoptan 
en las organizaciones humanas tienen  una importante incidencia 
en el ámbito de los derechos. De alguna manera asistimos a una 
difuminación de la tradicional distinción entre lo público y lo privado. 
Durante mucho tiempo –como veremos- se pensó que los derechos 
afectaban a las relaciones verticales entre individuos y poderes 
públicos, confi gurándose los ámbitos privados como ámbitos de 
exclusión al respecto. Actualmente, la posición de los derechos 
en las Constituciones y en los textos de Derecho internacional, 
y la ampliación del concepto de Poder, nos obligan a modifi car el 
argumento.
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a) ¿Por qué ello ha sido así?
La refl exión  que desde el punto de vista individual o desde 
los grupos en los que nos integramos hacemos respecto a los valores 
y a las exigencias de la moralidad adquiere sentido en los contextos 
en los que nos desenvolvemos. Eso siempre ha sido así y dudo 
mucho que pueda dejar de serlo. Pues bien, en sus orígenes, los 
derechos fueron considerados operativos en las relaciones verticales 
que se establecían entre la autoridad que ejerce el Poder político 
(en términos modernos hablamos de Estado) y los individuos. Y ello, 
no por un especial reconocimiento de una específi ca dignidad del 
Poder político (desde Hobbes sabemos de su carácter instrumental 
y artifi cial) sino por el hecho de que es precisamente eso, Poder. Si 
nos tuviéramos que referir a las funciones que las reivindicaciones 
de los derechos han tenido a la largo de la historia, entre las más 
relevantes nos encontramos con la limitación a la que un sistema 
de reivindicación, reconocimiento y garantía de derechos somete al 
Poder. Sólo sometiendo a límites y a controles al Poder se pueden 
salvaguardar las exigencias de la dignidad humana y de los derechos 
que le son consustanciales. Y durante mucho tiempo el Poder 
potencial y realmente lesivo era el Poder del Estado, el Poder ejercido 
por la autoridad política. 
No obstante, antes de continuar cabría llamar la atención 
sobre los peligros de una interpretación unidireccional y simplista 
que sólo viera en el Poder estatal un peligro en relación con los 
derechos y no un actor necesario y principal a la hora de “promover 
las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de 
los grupos en que se integra sea reales y efectivas;  (y de) remover 
los obstáculos que impidan o difi culten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, 
cultural y social”, siguiendo la letra del artículo 9.2 de la Constitución 
Española de 1978. Sólo así podemos entender la responsabilidad 
histórica del Poder democrático en la construcción del Estado social 
de Derecho, que hasta ahora se nos ha demostrado como la más 
alta conquista en lo que  a la materialización jurídica y política de la 
dignidad humana se refi ere.
Pero volviendo a la acción limitativa de los derechos y de las 
libertades respecto al Poder estatal, lo cierto es que esa limitación 
se fundamenta en que el Estado es Poder, es decir una realidad con 
capacidad de condicionar los comportamientos ajenos, la libertad de 
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los otros. Es precisamente por eso por lo que constituye un peligro 
que como tal debe ser vigilado. En perspectiva tradicional, el Poder 
de la autoridad estatal es lo único que merece desconfi anza.
a) ¿Puede seguir siendo así?
Como señalaba anteriormente, la refl exión sobre los 
derechos y los valores es contextual; es decir, evoluciona, no sólo 
con lo que podríamos considerar la progresión del pensamiento, 
sino también a partir de la recepción de inputs que provienen de la 
realidad. 
La constatación  de que las sociedades no son homogéneas 
-en lo que a la capacidad económica, de infl uencia y de decisión de 
sus miembros se refi ere-, nos invita a reformular el concepto de Poder. 
El poder al que pretenden hacer frente los derechos y las libertades 
no es sólo el Poder del Estado entendido en términos políticos. Es 
también el poder de los otros individuos, de los particulares que en 
ocasiones pueden lesionar también los derechos y libertades ajenas. 
La ciencia jurídica y las jurisprudencias constitucionales a estas 
alturas han elaborado una sólida doctrina al respecto.
Las revoluciones industriales y las transformaciones 
económicas que se suceden con unos u otros perfi les, con mayor 
o menor intensidad, desde el siglo XIX, nos demuestran que la 
ampliación del concepto de  poder con capacidad lesiva –o de mera 
infl uencia- en relación con los derechos y las libertades implica 
necesariamente una superación de la referencia al individuo aislado. 
Los últimos dos siglo nos han permitido asistir al nacimiento y 
desarrollo de las grandes corporaciones y empresas sin las cuales 
nosotros no podemos interpretar y entender nuestro mundo, el que 
nos ha tocado vivir. Y a estas alturas ya nadie puede dudar de que las 
empresas y corporaciones son poder y por tanto tienen posibilidad 
de condicionar los comportamientos ajenos. Pero téngase en cuenta 
de que no sólo debemos hablar de posibilidad, sino también de 
vocación, ya que de otra manera no podría entenderse su  actuación 
en la producción de bienes, en la oferta de servicios, y su posición en 
el mercado. Y además, aunque no estamos en el ámbito del poder 
político “institucionalizado”, lo cierto es que hoy las corporaciones –ya 
no hablo de los mercados- tienen de facto poder político evidenciado 
por la capacidad de infl uir en los procesos “institucionalizados” de 
toma de decisiones.
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Por tanto, los derechos y los valores en los que aquellos 
se fundamentan constituyen una realidad a la que las empresas 
en su existencia y en su actividad no pueden permanecer ajenos. 
Ciertamente, la constatación de lo anterior no es sino un avance en 
las exigencias éticas de las sociedades democráticas. Asistimos, en 
este sentido, a una ampliación de los ámbitos en los que se reivindica 
la operatividad del discurso de los derechos.
b) ¿Debe seguir siendo así?
Si asumimos la centralidad de los valores y de los derechos 
en nuestras propuestas de organización social, la respuesta a la 
pregunta debe ser necesariamente negativa.
Creo que es complicado encontrar argumentos aceptables 
en relación  con la exclusión de la actividad de la empresa (entendida 
en sentido amplio) respecto a las exigencias y a los desafíos de los 
derechos humanos. De la misma manera que, más allá del caso que 
nos ocupa, también es  complicado encontrar esa justifi cación. A no 
ser que se reivindique la insularidad de la empresa en relación con 
la moral y se afi rme que la ética empresarial constituye un ámbito 
específi co e inmune respecto a determinadas exigencias.
El “compromiso moral” de las empresas puede justifi carse a 
través de determinadas vías. En esta ocasión me voy a referir a dos: la 
vía de la legitimación y la vía de la rentabilidad.
En relación con la primera, con la vía de la legitimación, se 
trata de plantear la pregunta de hasta qué punto las empresas, en 
tanto que centros de poder e infl uencia, no necesitan legitimarse en 
el sentido de ofrecer argumentos en relación con la aceptabilidad 
de su actividad. Tomarse en serio el discurso de los valores y de los 
derechos supone asumir determinadas exigencias morales. Y en este 
sentido, la aceptabilidad de la actividad va a venir determinada por 
la capacidad de la empresa a la hora no sólo de no crear o generar 
problemas o violaciones directas de derechos y libertades, sino 
también a la hora de demostrar efectiva capacidad de promoción 
y de creación de condiciones económicas y sociales favorables en 
relación con las exigencias de la dignidad humana. Es este un punto 
en el que constatamos que las empresas son (pueden ser) auténticos 
“agentes de justicia”, (secundarios en relación con los agentes 
primarios que serían los Estados) que compartan en este ámbito 
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capacidades1 , a partir de una idea de la justicia que sería resultado 
de la confl uencia de una diversidad de agentes caracterizados por 
sus diversas capacidades  para contribuir de una manera diferente a 
la estipulada por planteamientos tradicionales. 
Ciertamente, los problemas cotidianos asociados al 
funcionamiento de una empresa tienen  mucho que ver con 
aspectos de derechos tras los cuales hay dimensiones más profundas 
y complejas de lo que pudiera parecer. Pensemos, por ejemplo, en 
las posibilidades que una empresa (extranjera o no) en un país como 
Chile puede tener a la hora de disminuir los impedimentos vinculados 
a la existencia de barreras culturales, generar empleo, poner en 
marcha mecanismos o dinámicas de participación social y cultural, 
crear una cultura sensible en relación con el medio ambiente… Y tras 
todas estas dimensiones se encuentra una determinada percepción 
de ciertos valores y derechos, de su operatividad social y en defi nitiva 
un determinado discurso sobre su universalidad. Estamos hablando, 
en defi nitiva, de la responsabilidad de la empresa a la hora de crear 
bienestar y estabilidad social. Y otros objetivos –no sólo de la empresa 
sino de cualquier otro tipo de organización- de existir, serían poco 
confesables en tanto que difícilmente aceptables o compartibles. 
Deberíamos ser conscientes de que, dado que el poder genera 
responsabilidad,  si hoy las empresas tienen más poder que nunca, 
también son más responsables de las consecuencias de sus acciones 
La segunda vía es la de la rentabilidad. No voy a hablar aquí de 
benefi cio (legítimo en todo caso) sino de rentabilidad, entendiéndolo 
como un concepto más amplio que no sólo incluye aspectos directa 
o exclusivamente traducibles a dimensiones cuantitativas. Pues bien, 
la cuestión es que las políticas respetuosas y comprometidas con los 
derechos y las libertades, es decir comprometidas con una ética en 
particular son más rentables que aquellas desarrolladas de espaldas 
a este compromiso ético. Esta es una conclusión a la que se llega si 
se reconoce, como lo hace Amartya Sen, que los derechos (todos, 
no sólo las libertades negativas, también los derechos económicos, 
sociales y culturales) son factores de crecimiento económico, 
auténtico motor del desarrollo económico y social. 2 En defi nitiva, 
la política más productiva desde el punto de vista económico acaba 
1  O’Neill (2001:180).
2  Sen (2000).
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siendo aquella respetuosa con los derechos.  Aunque sólo sea por la 
capacidad que las políticas de empresa  tienen a la hora de general 
aceptación, bienestar y estabilidad social.
Escenario de crisis y “vacíos éticos”
Sabemos que la crisis que vivimos es la más importante que 
ha sufrido la economía mundial desde 1929. Conocemos la magnitud 
de la crisis a través de las cifras que medios de comunicación y 
expertos nos trasladan cotidianamente. Dichas cifras nos sirven de 
elemento de interpretación de la realidad. Sin embargo, la crisis 
también puede ser interpretada como consecuencia de lo que has 
sido considerados “vacíos éticos”, observables en el comportamiento 
de los agentes económicos clave . Así, podemos poner algunos 
ejemplos: 
a) Los fallos en el gobierno corporativo, provocados por 
sistemas de incentivos distorsionados (remuneraciones de altos 
ejecutivos vinculadas a ganancias a corto plazo, y correspondiente 
pérdida de relación entre cumplimiento de objetivos y remuneración).
b) Tendencia a la especulación.
c) Débil formación ética de los gerentes. 
d) Visión unilateral de la economía, vinculada de manera 
preponderante a la idea de desregulación y una “falta de compasión 
ética” por la protección del interés colectivo.
La acción conjunta de estos factores nos enfrenta a los 
peligros de la actividad económica desligada de los imperativos 
éticos; cuestión ésta –la de la conveniente vinculación entre los 
imperativos éticos y la actividad económica- sobre la que por otra 
parte ya había llamado la atención Adam Smith en 1759 cuando en su 
“Teoría de los sentimientos morales” señaló que si bien la prudencia 
era “de todas las virtudes la que más útil resulta al individuo”, “la 
humanidad, la justicia, la generosidad y el espíritu público son las 
cualidades más útiles a los demás” . Por cierto, como ha recordado 
Amartya Sen, “Smith consideraba que el mercado y el capital hacían 
un buen trabajo dentro de su propio ámbito, pero que, primero, 
requerían el apoyo de otras instituciones –incluyendo servicios 
públicos como la escuela– y valores distintos a la mera búsqueda 
de benefi cios; y, segundo, necesitaban los límites y las correcciones 
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impuestos por otras instituciones –a saber, regulaciones fi nancieras 
bien concebidas y asistencia estatal a los pobres– con el fi n de evitar 
la inestabilidad, la desigualdad y la injusticia”. 
 ¿Cómo llenar ese vacío?: la necesidad de una agenda ética
Parece evidente que este vacío ético es al mismo tiempo un 
vacío de derechos. Desde este punto de vista, parecería adecuado, 
emprender iniciativas destinadas a profundizar los vínculos entre 
la acción empresarial y el discurso de los derechos, habida cuenta 
de que la experiencia histórica nos ha demostrado que las crisis 
económicas son, tarde o temprano, crisis de derechos (y normalmente 
de los derechos de los más débiles). Así, parece necesario un nuevo 
discurso sobre el desarrollo que vincule crecimiento y desarrollo: 
“El crecimiento económico es uno de los objetivos (…) pero no el 
único. Se requieren entre otros aspectos, mejorar la inclusión social, 
la equidad, el acceso a  la cultura, la ampliación de la libertad, la 
convivencia armónica con la naturaleza, la participación en todos 
los planos” . Además, en tiempos de crisis, parece especialmente 
relevante la profundización en la responsabilidad social en las 
políticas públicas, con todo lo que ello supone a la hora de dirigir 
esfuerzos a la hora de potenciar  las políticas encaminadas a 
materializar las exigencias de los derechos económicos, sociales y 
culturales. Evidentemente, el discurso sobre la responsabilidad social 
no sólo afecta a los poderes públicos; en el mundo de la empresa 
supone la expresión del compromiso ético de las empresas .
En realidad, esta agenda ética está vinculada, en sus 
contenidos y en sus objetivos, a una determinada manera de entender 
la relación entre la actividad de la empresa y los imperativos de 
derechos humanos. Más allá de las respectivas normativas nacionales, 
esa interpretación es la que se contiene en la propuesta de Naciones 
Unidas respecto a la relación entre Derechos Humanos y Empresa. 
Debemos tener en cuenta algunas afi rmaciones que nos permiten 
entender dicha propuesta. En efecto, en el Preámbulo de las “Normas 
sobre las responsabilidades de las empresas transnacionales y 
otras empresas comerciales en la esfera de los derechos humanos”, 
aprobadas por la Comisión de Derechos Humanos en su 22 periodo 
de sesiones, en agosto de 2003 , se reconoce que “aunque los 
Estados tienen la responsabilidad primordial de promover y proteger 
los derechos humanos, asegurar que se cumplan, respetarlos y 
hacerlos respetar, las empresas transnacionales y otras empresas 
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comerciales, en su calidad de órganos de la sociedad, también tienen 
la responsabilidad de promover y proteger los derechos enunciados 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos”. Tres elementos 
deben ser tenidos en cuenta en respaldo de la anterior afi rmación: 
a) se ha “acrecentado la infl uencia de las empresas transnacionales 
y otras empresas comerciales en las economías de la mayoría de los 
países y en las relaciones económicas internacionales”, (existiendo 
un ) número cada vez mayor de otras empresas comerciales que 
realizan actividades fuera de las fronteras nacionales mediante 
acuerdos diversos que dan origen a actividades económicas que 
rebasan la capacidad real de cualquier sistema nacional; b) “las 
empresas transnacionales y otras empresas comerciales tienen 
capacidad para promover el bienestar y el desarrollo económicos, 
el perfeccionamiento tecnológico y la riqueza, así como causar 
perjuicio a los derechos humanos y a la vida de las personas 
con sus prácticas y actividades comerciales básicas, incluidas las 
prácticas de empleo, sus políticas ambientales, sus relaciones con los 
proveedores y los consumidores, sus interacciones con los gobiernos 
y demás actividades”; c) “continuamente surgen nuevas cuestiones e 
intereses internacionales en materia de derechos humanos, y que las 
empresas transnacionales y otras empresas comerciales suelen estar 
involucradas en estas cuestiones e intereses”. A partir de ahí se afi rma 
que “las empresas transnacionales y otras empresas comerciales, 
sus directivos, incluidos los administradores, miembros del Consejo 
de Administración o directores y otros ejecutivos, y las personas 
que trabajan para ellas tienen, entre otras cosas, obligaciones 
y responsabilidades en la esfera de los derechos humanos”. Las 
normas hacen referencia específi ca a determinados derechos  en 
una comprensión de los mismos como universales, indivisibles, 
interdependientes e interrelacionados:
- Derecho a la igualdad de oportunidades y a un trato no 
discriminatorio.
- Derecho a la seguridad personal
- Derechos de los trabajadores (prohibición del trabajo forzoso, 
derechos de los niños y prohibición de la explotación económica, 
entorno laboral seguro y saludable, remuneración adecuada, 
libertad de asociación, derecho a la negociación colectiva y 
derecho de sindicación.
- Respeto de la soberanía nacional y de los derechos humanos
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- Obligaciones en materia de protección del consumidor
- Obligaciones en materia de protección del medio ambiente
Ciertamente, estos derechos coinciden con los incluidos 
anteriormente en los Diez Principios del Pacto Global, anunciado 
en su momento por el Secretario General Kofi  Annan en el Foro 
Económico Mundial (Davos, 1999) y manifestación del compromiso 
de que la comunidad empresarial tiene la responsabilidad de hacer 
que se respeten los derechos humanos tanto en los lugares de trabajo 
como en su esfera de infl uencia más amplia. El imperativo ético se 
impone como salvaguardia de un comportamiento cívico por parte 
de las empresas. Los principios que fomenta el Pacto Global son : 
Principio 1: Las empresas deben apoyar y respetar la protección de los 
derechos humanos fundamentales, reconocidos internacionalmente, 
dentro de su ámbito de infl uencia.
Principio 2: Las empresas deben asegurarse de que sus empresas no 
son cómplices en la vulneración de los derechos humanos.
Principio 3: Las empresas deben apoyar la libertad de asociación y el 
reconocimiento efectivo del derecho a la negociación colectiva.
Principio 4: Las empresas deben apoyar la eliminación de toda forma 
de trabajo forzoso o realizado bajo coacción.
Principio 5: Las empresas deben apoyar la erradicación del trabajo 
infantil.
Principio 6: Las empresas deben apoyar la abolición de las prácticas 
de discriminación en el empleo y la ocupación.
Principio 7: Las empresas deberán mantener un enfoque preventivo 
que favorezca el medio ambiente.
Principio 8: Las empresas deben fomentar las iniciativas que 
promuevan una mayor responsabilidad ambiental.
Principio 9: Las empresas deben favorecer el desarrollo y la difusión 
de las tecnologías respetuosas con el medio ambiente.
Principio 10: Las empresas deben trabajar contra la corrupción en 
todas sus formas, incluidas extorsión y soborno.
Pero posiblemente la referencia más importante en este 
punto esté constituida por el  Informe del Representante Especial 
del Secretario General para la cuestión de los derechos humanos y 
las empresas transnacionales y otras empresas, John Ruggie, que 
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contiene los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos: puesta en práctica del marco de las Naciones Unidas para 
“proteger, respetar y remediar”, presentado el 21 de marzo de 2011. 
El Marco se basa en tres principios fundamentales. El primero es la 
obligación del Estado de ofrecer protección frente a los abusos de los 
derechos humanos cometidos por terceros, incluidas las empresas, 
mediante medidas adecuadas, actividades de reglamentación y 
sometimiento a la justicia. El segundo es la obligación de las empresas 
de respetar los derechos humanos, lo que signifi ca actuar con la debida 
diligencia para no vulnerar los derechos de terceros, y reparar las 
consecuencias negativas de sus actividades. El tercero es la necesidad 
de mejorar el acceso de las víctimas a vías de reparación efectivas, 
tanto judiciales como extrajudiciales. Cada uno de estos principios 
constituye un elemento esencial de un sistema interrelacionado y 
dinámico de medidas de prevención y de reparación: el deber del 
Estado de brindar protección, ya que constituye la base misma del 
régimen internacional de derechos humanos; la responsabilidad de 
las empresas de respetar los derechos humanos, por tratarse de la 
expectativa social más elemental en relación con las empresas; y el 
acceso a vías de reparación porque ni siquiera los esfuerzos mejor 
coordinados pueden impedir totalmente que se cometan abusos.
Refl exión Final
Pues bien, los desafíos éticos están pendientes. Los de nuestro 
mundo,  que afectan directamente al desempeño de las empresas y 
corporaciones, tienen  que ver con la pobreza, la indefensión de los 
niños, la discriminación en cualquiera de sus formas, la vulnerabilidad 
ecológica, la situación en la que se encuentran las minorías (étnicas, 
culturales o de otro tipo). Es decir, cuestiones que en muchos casos 
evidenciamos en la realidad latinoamericana. En relación con América 
Latina, la relevancia del desafío ético, si cabe, es más evidente, 
aunque sólo sea –pienso en las empresas españolas- por la específi ca 
relación que existe entre España y América Latina. Estamos en un 
contexto en el que, con unos excepcionales recursos naturales (agua, 
recursos naturales, riqueza del subsuelo), un tercio de la población 
está por debajo del umbral de la  pobreza. Con independencia de 
las particularidades de los países en concreto, posiblemente nos 
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podemos encontrar con un elemento compartido: la desigualdad. 
Es decir, un problema ético, un problema de derechos humanos. Es 
evidente que aquí el desafío es de gran magnitud, pero posiblemente 
se puedan  identifi car algunas líneas de actuación que tienen que 
ver con la calidad de las políticas públicas, con la profundización 
del compromiso ético de las empresas asumiendo seriamente las 
consecuencias de la responsabilidad social corporativa, y fi nalmente 
con el desarrollo de una cultura de los derechos.
Hablar de cultura de los derechos implica reconocer que de 
nada valen las grandes declaraciones, las importantes estructuras 
nacionales e internacionales, si no hay una conciencia individual 
y ciudadana extendida y libremente asumida en relación con la 
imprescindibilidad de los derechos. Aquí, de la experiencia histórica 
y de la enseñanza de los clásicos podemos extraer buenas lecciones. 
Kant, al fi nal de las Lecciones de ética, hace referencia al progreso 
moral como fi n último del género humano, como fi n universal 
de la humanidad.  Pues bien, esa “suprema perfección moral”, la 
perfección a través de la libertad, exige conciencia interna y no 
ejercicio de la autoridad y de la coacción externa. Es la educación la 
que nos permite la formación de la conciencia moral. Si los derechos 
constituyen el núcleo básico de la conciencia moral de la humanidad, 
la propuesta kantiana subraya el valor moral de la educación y de 
la formación en los derechos, de la Ilustración en defi nitiva. Esa 
educación y formación permiten generar conciencia sobre el valor de 
los derechos, sin la cual el potencial emancipador de éstos decrece. 
En este punto la refl exión, el compromiso y la acción por parte de la 
empresa son imprescindibles. Sólo de esta manera podemos salvar el 
problema  del carácter no vinculante jurídicamente de los principios 
señalados anteriormente.
La empresa debe ser más que un agente económico. En 
aquellos contextos marcados al mismo tiempo por profundas 
necesidades básicas insatisfechas y por la presencia de empresas 
con importante capacidad económica, la responsabilidad de éstas 
va más allá del estricto negocio. De manera que nos deberíamos 
responsabilizar de la ampliación del concepto de negocio, incluyendo 
en el mismo dimensiones sociales.
 
Pero la empresa no puede transitar sola por este camino. Es 
cierto que la empresa ya ha creado marcos de refl exión y actuación 
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al respecto, ha aprobado códigos de actuación y ha puesto en 
marcha políticas de responsabilidad social. Pero no podemos 
pensar en estructuras o modelos estáticos, defi nidos de una vez por 
todas. Por el contrario, hace falta perspectiva crítica que permita 
evaluar de manera libre comportamientos y elaborar propuestas. Y 
posiblemente es en este punto en el que  nos encontramos con lo 
imprescindible de la colaboración –en este ámbito- entre la empresa 
y la universidad. Una universidad responsable no sólo en la formación 
de profesionales y en la profundización del conocimiento, sino 
también en la formación de ciudadanos consciente de sus derechos 
y obligaciones. Esta es una tarea respecto de la que la empresa no 
debería considerarse ajena.
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